
AMPARO DIRECTO: 64/2025.

MATERIA: ADMINISTRATIVA.

QUEJOSA: ***** ***** ** ** * ****.

MAGISTRADA PONENTE: PATRICIA 
SUSANA RODRÍGUEZ GÁLVEZ.

SECRETARIO DE TRIBUNAL: LUIS FELIPE 
ESCALANTE PASOS.

Hermosillo, Sonora, acuerdo del Tercer Tribunal 

Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 

Circuito, correspondiente a la sesión ordinaria virtual de dos de 
octubre de dos mil veintiséis.

V i s t o s, para resolver, los autos del juicio de amparo 

directo 64/2025; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación y trámite del juicio 
administrativo.

Mediante escrito presentado el cinco de diciembre de 

dos mil veintidós, ante el Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Sonora, con sede en esta ciudad ***** ***** ** ** * 

****, demandó de la Subprocuradora de Asuntos Jurídicos de 

la Procuraduría Fiscal del Estado de Sonora, con sede en esta 

ciudad, lo siguiente:

“B).- El acto impugnado lo constituye parte de la 
Resolución definitiva dictada por la Subprocuradora de 
Asuntos Jurídicos de la PROCURADURÍA FISCAL DEL 
ESTADO DE SONORA, de fecha 19 de octubre de 2022, 
la cual me fuere notificada con fecha 11 de noviembre de 
2022; resolución que se identifica como respuesta al 
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Recurso Administrativo de Revocación número 
********, con Oficio número  ********************, 
con registro *******, ******* y *******, y en la que, en 
forma por demás ilegal, en sus Resolutivos Primero, 
Segundo y Tercero, determina improcedente la solicitud 
de decretar la prescripción solicitada por la suscrita en 
relación a adeudos fiscales por el periodo 
correspondiente al mes de diciembre de 2014 a 
diciembre de 2017, por concepto de Impuesto General al 
Comercio, Industria y Prestaciones de Servicios de 
Transporte Urbano; en el segundo, si bien es cierto, deja 
insubsistente parte de diverso mandamiento de 
ejecución fiscal estatal con número de Folio 
**************, de la concesión número 
***********, a través del cual me requirió por un 
pago, dejando subsistente el resto de la resolución 
recurrida, esto es, en cuanto al periodo comprendido de 
diciembre de 2014 al mes de septiembre de 2018; y en 
forma adicional, por diversas razones, por cierto ilegales, 
ordena el sobreseimiento del Recurso de Revocación 
interpuesto por la suscrita en contra del Mandamiento de 
Ejecución Fiscal Estatal número  **************, de 
fecha 24 de enero de 2022, con número de concesión 
***********.”

1

En proveído de catorce de diciembre de dos mil 

veintidós, el magistrado presidente de la Sala Superior del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sonora, con 

sede en esta ciudad, la registró con el expediente *********, y 

lo turnó al magistrado instructor de la tercera ponencia para su 

trámite.2

Mediante acuerdo de diecisiete de enero de dos mil 

veintitrés, el precitado magistrado instructor, admitió la 

demanda, ordenó el emplazamiento de la autoridad demandada 

y señaló fecha y hora para la celebración de la audiencia de 

pruebas y alegatos.3

El veinticinco de mayo de dos mil veintitrés, se tuvo a la 

autoridad demandada, Procuradora de Asuntos Jurídicos de la 

Procuraduría Fiscal del Estado de Sonora, con sede en esta 

1 Fojas 1 a 15 del juicio administrativo.
2 Foja 23 ídem.
3 Fojas 24 a 26 ídem.
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ciudad, dando contestación a la demanda interpuesta en su 

contra y por ofrecidas las pruebas de su parte.4 

Seguido el juicio por sus etapas, en determinación de 

dieciséis de diciembre de dos mil veinticuatro, el Pleno del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sonora, con 

sede en esta ciudad, sobreseyó en el juicio al estimar 

actualizada la causa de sobreseimiento prevista en la fracción V 

del artículo 87 de la Ley de Justicia Administrativa de la propia 

entidad federativa, ante la inactividad en la realización de actos 

procesales durante el lapso de cien días naturales.5

SEGUNDO. Presentación de la demanda de amparo 
directo.

Inconforme con tal determinación, por escrito presentado 

el veinticinco de febrero de dos mil veinticinco, la parte actora 

***** ***** ** ** * **** , por propio derecho, presentó 

demanda de amparo directo ante el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Sonora, con sede en esta ciudad; 

los derechos fundamentales que en su concepto fueron 

vulnerados son los contenidos en los artículos 14, 16, 17 y 133, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.6

En auto de veintiséis de febrero de la citada anualidad, el 

magistrado presidente del tribunal responsable, tuvo por 

presentada la demanda de derechos y, por oficio de la propia 

fecha, ordenó su remisión al Tribunal Colegiado en Materias 

Penal y Administrativa del Quinto Circuito en turno, para su 

sustanciación.7

TERCERO. Trámite del juicio de amparo directo.

Por razón de turno correspondió conocer del asunto a 
4 Foja 39 ídem.
5 Fojas 59 a 63 ídem.
6 Fojas 4 a 20 de este juicio de amparo.
7 Fojas 2 y 31 ídem.
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este tribunal colegiado, donde por auto de presidencia de cinco 

de marzo de dos mil veinticinco, se radicó con el expediente 

64/2025 y se admitió a trámite; asimismo, se reconoció el 

carácter de tercera interesada a la Subprocuraduría de Asuntos 

Jurídicos de la Procuraduría Fiscal del Estado de Sonora, con 

sede en esta ciudad, y de parte a la agente del Ministerio 

Público de la Federación adscrita a este tribunal —se ordenó 

girarle oficio con copia simple del escrito de demanda—, en 

términos del artículo 5°, fracciones III, inciso b), y IV, de la Ley 

de Amparo; además, con fundamento en el artículo 181 de la 

legislación en cita, se ordenó dar vista a las partes para que en 

el plazo de quince días formularan sus alegatos, o en su caso, 

promovieran amparo adhesivo.8

Luego, el dieciocho de agosto de dos mil veinticinco, con 

fundamento en el artículo 183 de la Ley de Amparo, el 

expediente fue turnado a la ponencia del secretario en 

funciones de magistrado José Gilberto Meza Escalante, para la 

elaboración del proyecto de resolución correspondiente.9

Mediante proveído de diecinueve de septiembre de dos 

mil veinticinco, se hizo del conocimiento de las partes que a 

partir del quince de los citados mes y año quedó integrado este 

tribunal colegiado con los magistrados José de Jesús Bañales 

Sánchez, Jano Arturo Muñoz Gaz y Patricia Susana Rodríguez 

Gálvez, por lo que se returnó el presente asunto a la magistrada 

señalada en último término, para la elaboración del proyecto de 

resolución respectivo.10

Finalmente, por oficio SEADS/3516/2025, signado por el 

secretario ejecutivo de adscripción del Órgano de 

Administración Judicial, se informó que en sesión celebrada el 

uno de octubre de dos mil veinticinco, se autorizó al licenciado 

8 Fojas 33 a 35 ídem.
9 Folios 42 y 43 ídem.
10 Fojas 45 y 46 ídem.
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José Gilberto Meza Escalante, para desempeñar las funciones 

de magistrado, en sustitución del magistrado José de Jesús 

Bañales Sánchez, con efectos a partir del dos de octubre de 

ese año; por lo que, se hizo del conocimiento de las partes la 

nueva integración de este tribunal colegiado;11 y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia.

Este Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Quinto Circuito es competente para conocer y 

resolver el presente asunto, de conformidad con lo dispuesto en 

los artículos 103, fracción I, y 107, fracciones III, inciso a), 

primer párrafo, y V, inciso b), constitucionales; 33, fracción II, 

34, 170, fracción I, 176, 183 y 184 de la Ley de Amparo; así 

como en los numerales 35, fracción I, inciso b), y 210 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 

punto tercero del Acuerdo General 3/2013 emitido por el Pleno 

del extinto Consejo de la Judicatura Federal —ahora Órgano de 

Administración Judicial—, relativo a la determinación del 

número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que se 

divide la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción 

territorial y especialización por materia de los tribunales de 

circuito y de los juzgados de distrito, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el quince de febrero de dos mil trece; 

toda vez que se promueve contra una resolución que puso fin a 

un juicio administrativo, del índice del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Sonora, con sede en esta ciudad, 

Sonora, donde este tribunal ejerce jurisdicción.

Cabe precisar que, conforme al punto 8 del Acuerdo 

General AG-POAJ-007/2025, del Pleno del Órgano de 

Administración Judicial del Poder Judicial de la Federación de 

11 Folios 48 y 49 ibídem.
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diez de septiembre de dos mil veinticinco, los acuerdos 

Generales emitidos por el extinto Consejo de la Judicatura 

Federal, continuarán vigentes en todo lo que no se oponga a la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; hasta en 

tanto el Órgano de Administración Judicial y el Tribunal de 

Disciplina Judicial emita sus propios acuerdos.12

SEGUNDO. Legitimación y procedencia del juicio de 
amparo.

***** ***** ** ** * **** está legitimada para promover 

juicio de amparo, porque reclama la resolución definitiva dictada 

en el expediente ********* del índice del tribunal responsable, 

en el que figuró como parte actora, la cual fue desfavorable a 

sus intereses; por tanto, se inició a instancia de parte legítima, 

de conformidad con los artículos 5, fracción I, y 6 de la Ley de 

Amparo.

Asimismo, el presente juicio es procedente, con 

fundamento en los artículos 107, fracción III, inciso a), y fracción 

V, inciso b), de la Constitución General de la República y 170, 

fracción I, de la Ley de Amparo, porque se promovió contra una 

resolución definitiva, que no admite recurso ordinario o medio 

de defensa legal por el que pueda ser modificada o revocada.

No obsta para arribar a la anterior conclusión, que previo 

a la promoción del presente juicio de amparo, la parte quejosa 

no agotara el recurso de revisión previsto en el artículo 99, 

12 “8. Que el Transitorio Décimo Noveno de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 
Federación establece que los Acuerdos Generales emitidos por el Consejo de la 
Judicatura Federal continuarán vigentes en todo lo que no se oponga a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y a dicha Ley, hasta en tanto el Órgano de 
Administración Judicial y el Tribunal de Disciplina Judicial expidan sus propios Acuerdos. 
No obstante, no se prevén disposiciones relativas a la continuidad de la vigencia de los 
instrumentos normativos emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y el 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación respecto de las atribuciones que 
han sido transferidas a este Órgano de Administración Judicial lo que genera la 
necesidad de emitir el Acuerdo en el que se señalen las disposiciones que serán 
aplicables para dichos Órganos, hasta en tanto se emitan las nuevas disposiciones 
normativas.”
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fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Sonora,13 y en la jurisprudencia PR.A.CN. J/48 A (11a.),14 de 

rubro: “RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 99, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE SONORA. 
PROCEDE CONTRA LA SENTENCIA EMITIDA POR EL 
PLENO DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE SONORA.”

Es así, porque al resolver el amparo directo en revisión 

3709/2023, en sesión correspondiente al tres de julio de dos mil 

veinticuatro, la extinta Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos, declaró 

la inconstitucionalidad del artículo 99, fracciones IV y V, de la 

13 “Artículo 99.- Podrán ser impugnadas por las partes, mediante recurso de 
revisión:
I.- Las resoluciones que admitan o desechen la demanda, o decreten la improcedencia de 
la vía sumaria;
II.- Los acuerdos que decreten, nieguen o revoquen la suspensión, a excepción del caso 
contenido en el último párrafo del artículo 66 de esta Ley;
III.- Las resoluciones que decidan incidentes;
IV.- Las resoluciones que decreten o nieguen el sobreseimiento;
V.- Las sentencias que decidan la cuestión planteada por violaciones cometidas en 
ellas o durante el procedimiento del juicio, en este último caso, cuando hayan dejado sin 
defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia; y
VI.- Las resoluciones que pongan fin al procedimiento de ejecución de la sentencia.”
14 Que dice: 
“Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a 
consideraciones contrarias al analizar la determinación en la que se desechó por 
improcedente el recurso de revisión previsto en el artículo 99, fracción V, de la Ley de 
Justicia Administrativa para el Estado de Sonora. Mientras uno, al realizar un control de 
convencionalidad ex officio respecto del artículo 101 de esa ley, consideró procedente 
ese medio de impugnación, el otro sostuvo que era improcedente en razón del 
impedimento legal contenido en el propio artículo 101.
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, 
con residencia en la Ciudad de México determina que, derivado de una interpretación 
conforme con el artículo 1o. de la Constitución General de la República, en congruencia 
con el derecho a un recurso judicial efectivo, procede el recurso de revisión a que se 
refiere el artículo 99, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
Sonora, contra la sentencia emitida por los Magistrados integrantes del Pleno de la Sala 
Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sonora.
Justificación: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
establecido que el acceso a la justicia debe entenderse como un instrumento que permite 
hacer justiciables el resto de los derechos y, por ende, se consolida como el derecho 
humano a contar con los medios judiciales necesarios, adecuados y efectivos que 
aseguren el goce y ejercicio de todos los derechos reconocidos en el orden jurídico 
nacional e internacional. En congruencia con lo anterior, derivado de una interpretación 
sistemática del marco constitucional, convencional y legal, en relación con el derecho a 
un recurso judicial efectivo, es posible lograr de manera efectiva la procedencia del 
recurso de revisión a que se refiere la fracción V del artículo 99 de la Ley de Justicia 
Administrativa para el Estado de Sonora, en relación con el diverso 101, párrafo segundo, 
de la misma legislación, en la frase que refiere “... que no podrá ser el que haya dictado la 
resolución recurrida ...”, en la inteligencia de que la porción referida, no debe entenderse 
como una limitante para continuar con el trámite del recurso, pues de lo contrario se 
restringiría el derecho a un recurso judicial efectivo otorgado por el legislador estatal.” 
(Publicada en la Undécima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Libro 33, Enero de 2024, Tomo V, página 4899, con registro digital 2028091).
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Ley de Justicia Administrativa del Estado de Sonora.

Tal decisión se sustentó en las consideraciones que a 

continuación se reseñan:

- Que el recurso de revisión es un medio ordinario con 

que cuentan las partes para impugnar, destacadamente, las 

decisiones de trámite que sean dictadas por el magistrado o 

magistrada instructora.

- Que es procedente la revisión contra resoluciones que 

decreten o nieguen el sobreseimiento (fracción IV) y de aquellas 

que decidan la cuestión planteada, por violaciones cometidas 

en ésta o en el procedimiento (fracción V).

- Que el “Tribunal Pleno” admitirá el recurso o lo 

desechará de plano cuando encontrare alguna causa indudable 

y manifiesta de improcedencia.

- Que en el auto admisorio se designará al magistrado 

ponente, que no podrá ser el que haya “dictado” la resolución 

recurrida.

- Que cuando se analizan las normas cuestionadas en su 

conjunto y su contenido se relaciona con otras normas, se hace 

patente que se actualiza una disfunción normativa, que consiste 

en que si el sobreseimiento se decreta mediante una sentencia 

del pleno, no podrá el propio pleno resolver el recurso de 

revisión, ya que el diseño procesal del mismo requiere que no 

sea ponente quien haya dictado la resolución recurrida; y, en el 

caso analizado, todos los integrantes del pleno dictaron, de 

forma colegiada, la resolución recurrida.

- Por tanto, para que proceda el recurso de revisión, en 

los términos de las normas analizadas, la determinación 

impugnada necesariamente debía ser dictada de manera 
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unitaria por un magistrado y no por el pleno del tribunal estatal 

de justicia administrativa.

- Que por esa razón, los magistrados integrantes del 

pleno invocaron la causa de improcedencia establecida en el 

artículo 86, fracción X, de la legislación estatal impugnada, en 

relación con el diverso 101, que dispone que el magistrado 

ponente, no podrá ser el que haya dictado la resolución 

recurrida.

- Y, por ende, no hay forma de interpretar el sistema 

normativo de los artículos 99 y 101 impugnados de forma que 

se garanticen los derechos de seguridad jurídica, recurso 

efectivo y acceso a la justicia de la parte quejosa; ya que, si es 

el pleno quien dicta las resoluciones de sobreseimiento y de 

fondo de los asuntos, no podrá resolver el recurso de revisión 

contra sus propias resoluciones.

- En ese escenario, la sala encontró dos posibles 

soluciones interpretativas a dicha cuestión: 1) el recurso de 

revisión está dirigido únicamente a los desechamientos o 

decisiones de trámite del magistrado instructor y no a los 

sobreseimientos, ni a las sentencias de fondo, y en ese 

entendido resultan inconstitucionales las fracciones IV y V del 

artículo 99 impugnado; o, 2) la revisión es un recurso horizontal 

(que se resuelve por el propio órgano que dictó la resolución 

impugnada) y el pleno debe resolverlo, procurando que el 

ponente sea diferente; entendiendo, por ello, que a eso se 

refiere el término “magistrado que resolvió”.

- Indicó, que la primera solución es la que garantiza en 

mayor medida los derechos de acceso a la justicia y de 

seguridad jurídica de las personas, en tanto que elimina la 

posibilidad de la aplicación arbitraria de dichos numerales, que 

ponen a disposición de la autoridad resolutora -al poder dictar 
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sobreseimientos de manera unitaria o colegiada- el uso de los 

mecanismos impugnativos que deben ser claros y de fácil 

acceso para las personas.

- Añadió, que elegir la segunda solución requeriría una 

interpretación de las normas que dista mucho de ser una 

interpretación conforme de las mismas, ya que resulta 

necesario adicionar contenidos y entender los términos de las 

normas de manera muy diferente a lo que su construcción 

gramatical indica. Porque habría que suponer que “resolver” y 

“dictar” significan “ser ponente”; además de desnaturalizar la 

revisión, porque sería una especie de reconsideración (por el 

mismo órgano); aunado a que resultaría un tipo de recurso 

diferente del que tendrían las otras determinaciones de trámite 

que también son revisables (contenidas en las fracciones I, II, III 

y VI del propio artículo 99) pero que son dictadas de manera 

unitaria por el magistrado instructor.

- Agregó, que esta interpretación provoca un estado de 

incertidumbre puesto que dependerá de la forma, unitaria o 

colegiada, en cómo se dicte la resolución a combatir, el trámite 

y resolución que se le dará al recurso.

- Por estas razones, se decantó por la opinión de que la 

inconstitucionalidad de las fracciones IV y V del artículo 99 

impugnado es la que mejor garantiza los derechos de seguridad 

jurídica y de acceso a la justicia; en tanto que, un recurso que 

es, en la práctica, ilusorio, no puede ser considerado un recurso 

efectivo.

- Adicionó, que en el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, el estándar de protección del derecho de 

acceso a la justicia implica que las normas o medidas estatales, 

en el orden interno, que dificulten de cualquier manera, el 

acceso a la justicia de los individuos a los tribunales y que no 
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estén justificados por necesidades razonables de la propia 

administración de justicia, deben entenderse como 

inconvencionales.

- Así, a la luz de diversos criterios que citó en la 

ejecutoria, estableció que el recurso de revisión contemplado en 

las normas impugnadas, en particular cuando se trata de la 

impugnación de las sentencias de sobreseimiento o las que 

decidan el fondo de la cuestión planteada es un recurso 

inefectivo, porque torna, en los hechos, imposible el examen de 

la decisión impugnada, en tanto que actualiza, 

indefectiblemente, una causa notoria de desechamiento 

prevista en la propia ley, ya que, por la forma en que está 

previsto, no puede ser conocido por el mismo órgano que dictó 

la decisión recurrida de manera colegiada.

- Además, hizo hincapié en que la inconstitucionalidad de 

las normas impugnadas en el caso concreto, además de 

eliminar un recurso poco efectivo, habilita a las personas a 

impugnar las sentencias de sobreseimiento colegiado y las que 

resuelvan las cuestiones de fondo mediante el juicio de amparo, 

sin necesidad de agotar la revisión.

- Finalmente, precisó que bajo la interpretación 

construida, la invalidez alcanza únicamente a las fracciones IV y 

V del artículo 99 impugnado, pero no al diverso 101, puesto que 

este último resulta enteramente funcional con relación al resto 

de las fracciones que contienen las hipótesis que actualizan la 

procedencia del recurso de revisión, ya que son hipótesis que 

no representan, en sí, un impedimento para la resolución de la 

revisión, al tratarse de acuerdos o decisiones de trámite.

En ese tenor, al haberse declarado por el Máximo 

Tribunal del País la inconstitucionalidad del artículo 99, 

fracciones IV y V, de la Ley de Justicia Administrativa para el 
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Estado de Sonora, en una ejecutoria que alcanzó votación 

necesaria (unanimidad de cuatro votos) para que se considere 

como precedente obligatorio en términos de lo dispuesto en el 

artículo 223 de la Ley de Amparo15, vigente al momento en que 

se dictó el fallo en trato.

Es claro que, en estricta observancia al citado 

precedente emitido por el Alto Tribunal, este tribunal colegiado 

determina que, en el presente caso, previo a la promoción del 

juicio de amparo directo en contra de la sentencia que 

reconoció la validez de la resolución impugnada en el juicio de 

origen, el justiciable no se encontraba obligado a agotar el 
recurso de revisión contemplado en el artículo 99, fracción 
V, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 
Sonora.

TERCERO. Oportunidad de la presentación de la 
demanda de amparo.

La demanda de amparo principal se promovió dentro del 

plazo de quince días establecido en el artículo 17, primer 

párrafo, de la Ley de Amparo.

Es así, ya que el fallo reclamado fue notificado a la parte 

quejosa el treinta y uno de enero de dos mil veinticinco,16 la 

cual, de conformidad con el artículo 40, fracción I, de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sonora, surtió sus 

efectos al siguiente día hábil, por lo que el citado plazo 

transcurrió del seis al veintisiete de febrero del citado año, 

sin contar los días uno, dos, ocho, nueve, quince, dieciséis, 

veintidós y veintitrés de ese mes, por corresponder a sábados y 

domingos; el tres y veinticuatro de febrero, declarados inhábiles 

15 “Artículo 223. Las razones que justifiquen las decisiones contenidas en las sentencias 
que dicten las salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constituyen 
precedentes obligatorios para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y de 
las entidades federativas cuando sean tomadas por mayoría de cuatro votos. Las 
cuestiones de hecho o de derecho que no sean necesarias para justificar la decisión no 
serán obligatorias”.
16 Foja 63 reverso del juicio administrativo.
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con fundamento en el artículo 27, fracciones II y III, de la Ley 

del Servicio Civil, así como el cinco del referido mes, de 

conformidad con el numeral 19 de la Ley de Amparo, como se 

ilustra enseguida:

AÑO 2025

Entonces, si la demanda de amparo principal se 

presentó ante el tribunal responsable el veinticinco de febrero 
de dos mil veinticinco, como se advierte del sello plasmado 

en el escrito de la demanda de amparo y de la certificación 

respectiva, se promovió de manera oportuna.

CUARTO. Certeza del acto reclamado.

Es cierto el acto reclamado, porque así lo manifestó el 

magistrado presidente del aducido tribunal responsable, al 

rendir informe con justificación.

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 305,17 que 

establece:

“INFORME JUSTIFICADO AFIRMATIVO. Si en él 
confiesa la autoridad responsable que es cierto el acto 
que se reclama, debe tenerse éste como plenamente 
probado y entrarse a examinar la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de ese acto.”

Además, la veracidad del acto combatido se acredita con 

las constancias que al efecto acompañó a su informe, 

consistentes en el juicio administrativo  ********* de la 

17 Visible a foja 206, Tomo VI, Materia Común, del Apéndice al Semanario Judicial de la 
Federación 1917-1995.
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estadística de ese órgano jurisdiccional; documentales a las 

que se les asigna valor probatorio pleno conforme los artículos 

311 y 312, fracción VIII, del Código Nacional de Procedimientos 

Civiles y Familiares,18 de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo.

Al respecto, cobra aplicación la jurisprudencia 226,19 de 

rubro: “DOCUMENTOS PÚBLICOS, CONCEPTO DE, Y 
VALOR PROBATORIO.”

QUINTO. Sentencia y conceptos de violación.

Resulta innecesaria la transcripción de la sentencia 

reclamada y los conceptos de violación hechos valer en su 

contra, pues no existe ningún artículo que obligue a dicha 

reproducción; aunado a que su contenido será tomado en 

cuenta al llevar a cabo el análisis que se plasmará en esta 

misma resolución en los considerandos siguientes; sin 

embargo, para dejar constancia de la sentencia reclamada, 

deberá agregarse al expediente electrónico copia digitalizada 

de la misma.

De igual forma, es redundante la trascripción de los 

conceptos de violación y, por tanto, se tienen por reproducidos, 

máxime que no existe precepto legal alguno en la Ley de 

Amparo que establezca la obligación de llevar a cabo tal 

trascripción, sin que ello se traduzca en que no serán 

analizados, dado que se procederá a realizar su examen, 

atendiendo a su causa de pedir.

Es aplicable al respecto la jurisprudencia 2a./J. 

18 “Artículo 311. Los archivos o registros electrónicos de audiencias o diligencias del juicio 
oral, cualquiera que sea el medio, serán documentos públicos que harán prueba plena y 
acreditarán el contenido y modo en que se desarrolló la audiencia.”
“Artículo 312. Son documentos públicos:
[…]
VIII. Las actuaciones judiciales de toda especie, incluyendo las de los expedientes 
electrónicos publicados y generados por cualquier autoridad jurisdiccional, en forma física 
o electrónica, de los Poderes Judiciales que les corresponda; […]”
19 Publicada en el Tomo VI, página ciento cincuenta y tres, Materia Común, del Apéndice 
al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995.
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58/201020, de rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS 
DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”.

A partir de la consideración siguiente, se 
enumerarán los párrafos para facilitar su ubicación.

1. SEXTO. Estudio.

2. Los conceptos de violación hechos valer por la parte 

quejosa son parcial y esencialmente fundados y suficientes 

para conceder la protección constitucional solicitada. 

3. Con el fin de dar contexto a lo anterior, se estima 

necesario recordar y abundar sobre los antecedentes del 

asunto que en el caso interesan, a saber, los siguientes:

a) Por escrito presentado el cinco de diciembre de dos 

mil veintidós, la aquí quejosa  ***** ***** ** ** * **** , 

demandó de la Subprocuradora de Asuntos Jurídicos de la 

Procuraduría Fiscal del Estado de Sonora, con sede en esta 

ciudad, la nulidad de la resolución contenida en el oficio 

********************, de diecinueve de octubre de dos mil 

veintidós, en la que se declaró improcedente la prescripción de 

los adeudos fiscales correspondiente al periodo de diciembre de 

dos mil catorce a diciembre de dos mil diecisiete, por concepto 

de Impuesto General al Comercio, Industria y Prestaciones de 

20 Emitida por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo 
XXXI, mayo de dos mil diez, página 830, de texto: “De los preceptos integrantes del 
capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero 
"Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el 
juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para 
cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales 
principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la 
demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da 
respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad 
o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir 
aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para 
hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, 
atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer 
los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad 
o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer”.
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Servicios de Transporte Urbano; deja insubsistente parte de 

diverso mandamiento de ejecución fiscal estatal con número de 

Folio  ************** , de la concesión número 

***********, a través del cual me requirió por un pago, 

dejando subsistente el resto de la resolución recurrida, esto es, 

en cuanto al periodo comprendido de diciembre de dos mil 

catorce a septiembre de dos mil dieciocho; y en forma adicional, 

por diversas razones, decreta el sobreseimiento del recurso de 

revocación interpuesto por contra el mandamiento de ejecución 

fiscal estatal número  **************, de veinticuatro de 

enero de dos mil veintidós, con número de concesión 

***********.

b) Mediante acuerdo de diecisiete de enero de dos mil 

veintitrés, el magistrado instructor al que le correspondió el 

conocimiento del asunto registró la demanda con el expediente 

*********, la admitió a trámite, se señaló fecha y hora para el 

desahogo de la audiencia de pruebas y alegatos —doce horas 

del veintinueve de mayo de dos mil veintitrés— y ordenó 

emplazar a la autoridad demandada.

c) El veinticinco de mayo siguiente de esa anualidad, 

se tuvo a la parte demandada dando contestación a la 

demanda.

d) Seguido el juicio, el cuatro de marzo de dos mil 

veinticuatro,21 previos diferimientos, se celebró la audiencia de 

pruebas y alegatos, en los términos siguientes:

“[…] Se hace constar la incomparecencia de las partes 
no obstante de estar legalmente notificados.- 
Acto seguido, se abre la audiencia y ante la 
incomparecencia se les tiene, por perdido el derecho 
para hacer uso de la voz.
Acto seguido, se abre el periodo de ofrecimiento de 
pruebas.-

21 Fojas 57 y 58 del juicio de origen.
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Como pruebas de la actora se tienen por ofrecidas la 
marcada con los incisos A), B), C), D) y E) del capítulo 
de pruebas del escrito inicial de demanda.-
Como pruebas de los demandados (sic), se tienen por 
ofrecidas las marcadas con los números 1), 2) y 3) del 
capítulo de pruebas del escrito de contestación de 
demanda.-
Se cierra el periodo de ofrecimiento de pruebas y se 
pasa al de admisión.-
Como pruebas del actor se admiten las siguientes:
1.- DOCUMENTALES, consistentes en: 
a).- Resolución de recurso administrativo  de revocación 
número ******** de 19 de octubre de 2022.
b).- Constancia de notificación de 11 de noviembre de 
2022.
c).- Oficio número  ************** con número de 
referencia  ********* de 24 de enero de 2022, emitido 
por el jefe de la oficina administrativa de notificación y 
cobranza, en el que se determinó un crédito hasta por la 
cantidad de $********* relativo al cobro general al 
comercio, industria, prestación y servicio del transporte 
urbano, recargos, impuestos para el sostenimiento de la 
Universidad de Sonora, Contribución para el Consejo 
Estatal de Concertación para la Obra Pública, 
Contribución para el Fortalecimiento de la Infraestructura 
Educativa, multa de Procedimiento Administrativo de 
Ejecución y gastos de ejecución de impuestos estatales, 
así como actas de embargo por conceptos de impuestos 
estatales, correspondientes al periodo de diciembre de 
2014 a noviembre de 2021, de la concesión número 
***********.
d).-  Oficio **************, con número de referencia 
********* de 24 de enero de 2022, emitido por el jefe 
de la Oficina Administrativa de notificación y cobranza, 
en el que se determinó un crédito hasta por la cantidad 
de $********* relativo al cobro general al Comercio, 
Industria, Prestación y Servicio de Transporte Urbano, 
Recargos, Impuestos para el Sostenimiento de la 
Universidad de Sonora, Contribución para el Consejo 
Estatal de Concertación para la Obra Pública, 
Contribución para el Fortalecimiento de la Infraestructura 
Educativa, Multa de Procedimiento Administrativo de 
Ejecución y Gastos de Ejecución de Impuestos 
Estatales, así como actas de embargo por conceptos de 
Impuestos Estatales, correspondientes al periodo de 
diciembre de 2014 a noviembre de 2021, de la concesión 
número ***********.
e).- Recurso de revocación interpuesto por ***** ***** 
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** ** * **** el 25 de abril de 2022.
f).- Documentos originales exhibidos al momento de 
interponer el recurso de revocación.
Se requiere a la Procuraduría Fiscal del Estado de 
Sonora, para que, en el término de tres días hábiles 
contados a partir de la recepción del mismo, remita a 
esta autoridad los documentos descritos en los incisos 
c), d) y f) de conformidad con los artículos 78 fracción 
VI, 80 fracción XII de la Ley de Justicia Administrativa 
para el Estado de Sonora.
2.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.
3.- PRESUNCIONAL LÓGICA LEGAL Y HUMANA.
Como pruebas de los demandados (sic), se admiten 
las siguientes:
1.- DOCUMENTALES, consistentes en:
a.- Copia certificada del nombramiento de 01 de marzo 
de 2022 con número de folio 03.01.-1-D497/22.
2.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.
3.- PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.
Se cierra el periodo de admisión de pruebas.- 
Al no existir pruebas pendientes para su desahogo, 
se les concede a las partes el término de tres días 
para que formulen sus alegatos por escrito, 
apercibiéndolos que, de no hacerlo en el plazo 
indicado, se les tendrá por perdido el derecho para 
hacerlo valer con posterioridad, lo anterior con 
fundamento en los artículos 42 y 83 fracción V de la 
Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
Sonora.-
En virtud de lo anterior, se da por terminada la presente, 
siendo las nueve horas con treinta minutos del día en 
que se actúa, firmando para constancia los que en ella 
intervinieron y así quisieron hacerlo.- NOTIFIQUESE 
PERSONALMENTE […]” [Lo resaltado y subrayado es 
de este tribunal].

e) Sin otra actuación posterior, el dieciséis de 

diciembre de dos mil veinticuatro, se dictó el sobreseimiento del 

juicio, con fundamento en la fracción V del artículo 87, de la Ley 

de Justicia Administrativa del Estado de Sonora, al tenor de las 

consideraciones siguientes:

“[…] VISTA la cuenta que antecede, del análisis de los 
autos del expediente de mérito, relativo al JUICIO 
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ADMINISTRATIVO, promovido por  ***** ***** ** 
** * ****, en contra de la SUBPROCURADORA DE 
ASUNTOS JURÍDICOS DE LA PROCURADURÍA 
FISCAL DEL ESTADO DE SONORA, se advierte la 
actualización de la causal de sobreseimiento prevista por 
el artículo 87 [fracción V] de la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Sonora, mismo que para su 
estudio, a la letra se cita:
‘[Se transcribe artículo].’ 
Conforme al dispositivo jurídico citado, se advierte de la 
imposición de autos el transcurso del término de cien 
(100) días naturales sin que se hubiese efectuado ningún 
acto procesal, esto, ya que a fojas 57 y 58 del sumario, 
consta la audiencia de pruebas y alegatos, celebrada el 
cuatro de marzo de dos mil veinticuatro, y que fue el 
último acto procesal dentro del juicio en que se actúa.
Ahora bien, de lo anterior se infiere que, del cuatro de 
marzo de dos mil veinticuatro, al dieciséis de diciembre 
de dos mil veinticuatro, han transcurrido doscientos 
ochenta y siete días (287) naturales, sin que se 
advierta que en dicho periodo la parte actora o la 
autoridad demandada hayan presentado promoción 
tendiente a que este Tribunal continuará la secuela 
procesal del presente juicio, o sin que se hubiese 
celebrado acto procesal alguno, por lo que se actualiza 
la causal de sobreseimiento de estudio; toda vez que, se 
considera un desinterés tácito de la parte actora ***** 
***** ** ** * ****, y de la parte demandada 
SUBPROCURADORA DE ASUNTOS JURÍDICOS DE 
LA PROCURADURÍA FISCAL DEL ESTADO DE 
SONORA, a continuar la tramitación y resolución del 
presente juicio, actualizándose con ello de forma por 
demás clara y evidente la causal de sobreseimiento 
citada con anterioridad.-
Con el fin de ilustrar el transcurso de los cien días 
naturales aducidos para que opere el sobreseimiento, se 
procede a mostrar el siguiente cuadro:-
‘[Se plasma recuadro].’ 
En efecto, el artículo 87 [fracción V] de la Ley de Justicia 
Administrativa para el Estado de Sonora, reconoce como 
causal de sobreseimiento la inactividad procesal, con la 
condicionante de que transcurran los cien días 
naturales que expresamente dispone el artículo 
invocado, sin que en dicho término se hubiese realizado 
acto procesal alguno, quedando en evidencia que la 
intención del legislador en incluir esta causal es con el 
objeto de que los juicios no permanezcan en estado de 
inactividad o paralizados sin cumplir la función por la cual 
fueron erigidos, es decir, la causa por la cual se excitó a 
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este Tribunal a conocer del juicio intentado.
Lo que permite concluir que con esta disposición, el 
legislador contempló no solo la función de este Tribunal 
de impartir justicia, sino que además impuso a las partes 
la obligación de sujetarse y sobre todo cumplir con 
cargas procesales, estableciendo que las partes deben 
realizar actos procesales para la continuación del juicio. 
En ese orden de ideas, cabe señalar que, a diferencia de 
otras legislaciones en las que existe la figura o institución 
jurídica denominada ‘caducidad de la instancia’ como en 
el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de 
Sonora (aplicado supletoriamente a la Ley de Justicia 
Administrativa para el Estado de Sonora) o el Código de 
Comercio; la ley de (sic) materia prevé la causal de 
sobreseimiento por una inactividad general del proceso, 
situación que aunque tiene un efecto similar o 
equivalente a la caducidad, en realidad comprende 
supuestos y elementos distintos, por lo que no puede 
decirse que la llamada caducidad pueda hacerse 
extensiva a la ley administrativa estatal, pues además de 
no ser compatible, la supletoriedad considerada para el 
código procesal civil no puede llegar al grado de variar 
una regulación concreta que no encuentra deficiencia en 
su conformación pues la Ley de Justicia Administrativa, 
en su numeral 87 [fracción V], claramente señala que el 
sobreseimiento del juicio se dará cuando: ‘No se haya 
efectuado ningún acto procesal durante el término de 
cien días naturales (…)’.
En relación con lo anterior, es importante hacer hincapié 
en el alcance y significación de la expresión ‘acto 
procesal’ que contempla el citado precepto legal, el cual, 
se ha descrito como la ‘Actuación producida en el seno 
del proceso judicial, fundamentalmente de carácter oral, 
por impulso del juez o tribunal, o a iniciativa de las 
partes, ya que se trata de vistas, declaraciones, 
interrogatorios, testimonios, careos, exploraciones, 
informes, ratificación de los informes periciales, etc.’; (1) 
así como ‘Acto jurídico realizado por las partes (públicas 
o privadas) o el juez (o en su caso, el tribunal) en el 
proceso, que tiene efectos en la relación jurídica 
procesal’.
O bien, como ‘El acto jurídico emanado de las partes, de 
los agentes de la jurisdicción o aun de los terceros 
ligados al proceso, susceptible de crear, modificar o 
extinguir efectos procesales’.(2).
De tal suerte que la expresión ‘acto procesal’ considera 
cualquier acto jurídico de las partes, por lo que, con 
independencia de quién genere el estatismo de un 
procedimiento, el numeral en cita prevé el transcurso de 
un tiempo determinado para que opere el sobreseimiento 
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en cuestión; y todavía más que las partes tienen 
expedito su derecho y oportunidad para en todo caso 
solicitar el impulso del procedimiento, tomándose dicha 
petición ante la autoridad en un acto.
Lo anteriormente señalado, se estima que no resulta 
contrario a lo dispuesto en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
además de que no puede determinarse que con el 
sobreseimiento decretado se vulnere el derecho humano 
a la tutela judicial efectiva que le asiste a las partes, ya 
que el cumplimiento del mencionado derecho humano 
queda sujeto a los plazos y términos fijados por las leyes 
que obligan a las partes a cumplir con las cargas y 
deberes legales que la ley dispone. 
De lo antes expuesto y razonado, se concluye que basta 
que de autos se advierta la inactividad en la realización 
de actos procesales durante el término de cien días 
naturales, para que se determine la actualización del 
sobreseimiento contenido en el artículo 87 [fracción V] de 
la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
Sonora, tal y como aconteció en el presente juicio.
Por otra parte, conviene reparar en lo señalado por la 
tesis jurisprudencial PR.A.CS. J/41 A (11a.) de registro 
digital: 2027963, emitida por el Pleno Regional en 
Materia Administrativa de la Región Centro-Sur, con 
residencia en Cuernavaca, Morelos, que resolvió la 
contradicción de criterios 79/2023, la cual es del rubro y 
texto siguientes:
‘CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. LA CARGA DE LAS 
PARTES DE DAR IMPULSO AL PROCESO ES HASTA 
EL DICTADO DEL AUTO CON EFECTOS DE 
CITACIÓN PARA SENTENCIA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 47 DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO, POR 
LO QUE ANTE LA FALTA DE ACTUACIÓN DEL 
TRIBUNAL JURISDICCIONAL Y LA OMISIÓN DE LAS 
PARTES EN SOLICITARLO, CONFIGURA AQUÉLLA. 
(Se transcribe contenido).’
Es por ello que el sobreseimiento, que en el caso 
concreto se surte y persigue los mismos efectos que el 
de la caducidad aducida en el criterio anterior, tiene por 
objeto poner fin a la indefinición de los juicios por 
inactividad procesal para con ello salvaguardar el 
principio de seguridad jurídica, siendo que la carga 
procesal, traducida como el impulso que debe darse al 
juicio, es atribuible a las partes.
Situación que no es gravosa para el gobernado tomando 
en consideración que dicha exigencia se basa en el 
principio dispositivo que rige los procedimientos 

PA
T

R
IC

IA
 SU

SA
N

A
 R

O
D

R
IG

U
E

Z
 G

A
L

V
E

Z
706a6620636a663300000000000000000000a8a3
26/11/26 13:30:28

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



AMPARO DIRECTO 64/2025
MATERIA: ADMINISTRATIVA

22

administrativos –salvo las excepciones que la legislación 
indique–, y que se sustenta en el hecho manifiesto de 
que nadie tiene más interés en que se resuelvan las 
pretensiones deducidas en juicio que las propias partes. 
Justamente porque a las partes les es imputable no 
seguir impulsando el procedimiento, pese a la falta de 
actuación por parte del tribunal.
Así es, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
definido que el principio dispositivo es aplicable a 
diversas materias, entre ellas la administrativa, que 
implica que el desarrollo de la contienda sea impulsado 
por las partes, pues en ellas recae la carga de estimular 
la actividad judicial.(3)
Además, la aludida carga procesal encuentra 
razonabilidad en una situación de hecho relevante, en 
virtud de que la obligación de impartir justicia por parte 
del tribunal jurisdiccional se desenvuelve sobre una 
pluralidad de asuntos cuyo número en ocasiones llegar a 
ser elevado, lo que en sí mismo ya importa una carga 
fuerte para los juzgadores, mientras que el interés de las 
partes está centrado en un solo expediente, el suyo, de 
ahí que a la luz de un balance de proporcionalidad, no 
resulta desmedido que sean las partes quienes deban 
seguir impulsando el procedimiento, inclusive cuando el 
tribunal omita emitir algún acto.
De ahí que, un desinterés tácito implica que dicha figura 
opera de pleno derecho cuando las partes incumplen con 
la carga de impulsar el procedimiento, ya que el 
abandono del procedimiento manifiesta su voluntad 
(implícita) de no continuar su tramitación; por lo que, 
acorde con el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva y 
la finalidad de orden público que reviste el 
sobreseimiento del juicio, es innecesario requerir a las 
partes previamente a su declaración.
Con base a lo anteriormente fundado y motivado, y 
conforme al análisis oficioso de las causales de 
improcedencia o sobreseimiento que se encuentra 
obligado a realizar este Tribunal, a la luz de los artículos 
89 [fracción II] y 17 [fracción II], ambos de la Ley de 
Justicia Administrativa para el Estado de Sonora, el 
Pleno de este Tribunal de Justicia Administrativa del 
Estado de Sonora, DECRETA EL SOBRESEIMIENTO 
DEL PRESENTE JUICIO, por haberse actualizado la 
causal prevista en el artículo 87 [fracción V] de la citada 
Ley; y por tratarse de un estudio preferente, pues 
omitirlo, generaría inseguridad jurídica al proceder al 
análisis de aspectos de fondo sin que se justifique la 
procedibilidad, desarticulándose con ello la estructura del 
juicio; toda vez que el sobreseimiento constituye un fallo 
definitivo que concluye la instancia y que no delimita los 
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derechos sustanciales de las partes.
Al respecto, resultan aplicables los siguientes criterios 
emitidos por la Justicia Federal:
´SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA 
JURÍDICA. (Se transcribe contenido).’  
´CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. SOLO ES 
SUSCEPTIBLE DE INTERRUPCIÓN A TRAVÉS DE 
PROMOCIONES QUE TIENDAN A IMPULSAR EL 
PROCEDIMIENTO Y NO CON CUALQUIER ESCRITO. 
(LEGISLACIÓN PROCESAL DEL DISTRITO 
FEDERAL). (Se transcribe contenido).’
Una vez que cause estado la presente resolución, 
háganse las anotaciones respectivas en los Libros de 
Gobierno de este Tribunal y archívese como asunto 
total y definitivamente concluido.- […]”

4. Esta determinación constituye el acto reclamado 
en el presente juicio de amparo.

5. En sus conceptos de violación, por una parte, la 

parte quejosa señala, en esencia, que la resolución reclamada 

es violatoria de los derechos humanos de legalidad, seguridad 

jurídica y acceso a la justicia, contenidos en los artículos 1 y 17 

de la Constitución Política de lo Estados Unidos Mexicanos, así 

como 25 numeral 1, de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, pues, afirma, la caducidad de la instancia 

no opera cuando el acto procesal necesario para la 

continuación del procedimiento sea imputable al juzgador; lo 

anterior, porque de conformidad con lo dispuesto por los 

numerales 38 y 39 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Sonora, aun cuando el tribunal ordenó un 

requerimiento a la autoridad demandada, no le notificó tal 

requerimiento de los documentos ordenados en la audiencia de 

pruebas y alegatos, sin que fuese carga alguna de la actora; por 

ende, la autoridad responsable debió inaplicar el artículo 87, 

fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Sonora; facultad que, afirma, es facultad exclusiva de ésta, en 

tanto que la parte actora no puede realizar un oficio, requerir, 
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notificar, ni correr traslado a su contraparte, sino que para ello 

es necesaria la intervención del tribunal.

6. Como se adelantó, los motivos de disenso 

reseñados resultan parcial y esencialmente fundados, ya que 

la responsable incumplió con la carga procesal que le 

correspondía, como se verá a continuación.

7. El artículo 87, fracción V, de la Ley de Justicia 

Administrativa del Estado de Sonora, en que se basó la 

responsable para emitir el acto reclamado, prevé lo siguiente: 

“Artículo 87. Procede el sobreseimiento del juicio 
cuando:
[…]
V. No se haya efectuado ningún acto procesal durante el 
término de cien días naturales; […]”.

8. Por su parte, ante la falta de disposición expresa de 

a quién le es atribuible esa inactividad procesal, el artículo 192, 

fracción II, inciso b), del Código de Procedimientos Civiles para 

el Estado de Sonora, de aplicación supletoria en la fecha de 

emisión del fallo reclamado, establece: 

“Artículo 192. La instancia se extingue: 
[…] 
II. Por caducidad debida a inactividad de las partes 
durante seis meses consecutivos. En este caso se 
tendrá en cuenta lo siguiente: 
[…] 
b) Sólo procederá por falta de promoción de las partes, 
ya sea en el expediente principal o en cualquier 
incidente. Los actos o promociones de mero trámite que 
no impliquen ordenación o impulso del procedimiento, no 
se considerarán como actividad de las partes ni 
impedirán que la caducidad se realice. […]”

9. Así, esa norma regula que la inactividad procesal 

debe ser atribuida a las partes por falta de promoción y que no 

se considerarán como tal los actos y promociones de mero 

trámite que no impliquen ordenación o impulso del 

procedimiento; asimismo, precisa que los actos de mero trámite 
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no interrumpirán la caducidad. 

10. De ahí que, para que proceda la caducidad de la 

instancia pasados los cien días que dispone la ley, se debe 

cumplir con dos requisitos: I] que la inactividad sea atribuida a 

las partes y II] que el acto procesal pendiente sea de impulso 

del procedimiento y no de mero trámite. 

11. Respecto al alcance de la inactividad atribuida a las 

partes, la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 61/2013,22 

consideró, por un lado, que el artículo 17 Constitucional 

establece el derecho humano de acceso a la jurisdicción y las 

necesidades que debe cubrir el Estado para proporcionarla del 

mejor modo posible. 

12. Agregó, que el derecho a la jurisdicción implica, 

entre otras cosas, que ninguna controversia quede sin resolver, 

que ningún órgano jurisdiccional, siendo competente, esté 

autorizado para abstenerse de resolver una controversia y que 

ninguna persona debe erogar cantidad alguna como 

contraprestación a quienes administran justicia.

13. Es decir, que el derecho del gobernado de que se le 

imparta justicia en los términos y plazos que fijan las leyes 

conlleva la obligación de sujetarse a los requisitos que exijan 

las leyes procesales, implica su expresión de voluntad de 

contribuir al procedimiento, y por su falta de interés es que se 

origina la caducidad de la instancia, ya que los juicios 

indefinidos o no concluidos generan inseguridad jurídica.

14. Por otro lado, esa misma sala consideró que la 

caducidad es una figura procesal cuya finalidad es la extinción 

22 Resuelta en sesión de diecisiete de abril de dos mil trece que dio origen a la 
Jurisprudencia 2a./J. 86/2013 (10a.) de rubro: “CADUCIDAD EN EL JUICIO AGRARIO. 
NO SE CONFIGURA POR INACTIVIDAD PROCESAL ATRIBUIBLE AL TRIBUNAL”, 
registro digital 2003929.
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de la instancia originada por la inactividad de las partes, o de 

una de ellas, o del órgano jurisdiccional, por el transcurso de un 

determinado periodo de tiempo contemplado por la ley, 

quedando sin efectos los actos procesales cuando ésta se 

presenta en primera instancia, antes del dictado de la 

sentencia, lo que implica que si el acto procesal fue la 

presentación de la demanda, si caduca la instancia, 

jurídicamente implica que nunca se hubiera presentado la 

misma, y si se presenta en segunda instancia, queda firme la 

resolución de la primera. 

15. Respecto de ambas figuras, en ese precedente, el 

Máximo Tribunal refirió que la relativa a la caducidad no vulnera 

el derecho de acceso a la justicia tutelado en el artículo 17 de la 

Constitución Federal, por el hecho de decretarla cuando el actor 

deja de impulsar el procedimiento en cualquiera de sus etapas 

procesales, ya que ante el desinterés que revela la inactividad 

procesal, adquieren mayor importancia para la sociedad la 

estabilidad del orden jurídico y la certeza de que las situaciones 

jurídicas creadas a lo largo del tiempo no correrán 

indefinidamente el riesgo de ser alteradas.

16. Sin embargo, precisó que la falta de actuación del 

órgano jurisdiccional, cuando a éste corresponda el impulso del 

procedimiento, no puede dar lugar a que se actualice la 

caducidad, porque ello equivale a sancionar a la parte actora 

por una abstención que no le es atribuible, es decir, si durante 
la secuela procesal está pendiente de realizarse alguna 
actuación que corresponda al tribunal como director del 
procedimiento, y no a la parte actora, no puede configurarse la 

caducidad, dado que la inactividad o “desinterés” no le es 

atribuible a ella. 

17. Lo anterior, ya que corresponde a la autoridad 

judicial acordar sobre las promociones y escritos presentados 
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por las partes durante la tramitación del juicio, así como proveer 

lo necesario para que no existan obstáculos en su desarrollo y, 

si bien, la parte actora es la directamente interesada en que se 

resuelva la controversia que planteó, también es verdad que la 

sociedad tiene interés en que ningún conflicto quede sin 

resolver y que el tribunal tiene el deber de velar por que se 

cumpla con el mandato contenido en el artículo 17 de la Ley 

Suprema. 

18. Bajo ese contexto, este tribunal colegiado estima 

que la interpretación del multicitado artículo 87, fracción V, de la 

Ley de Justicia Administrativa del Estado de Sonora, debe ser 

conforme al estándar del derecho de tutela judicial efectiva 

como lo ordena el numeral 1 Constitucional, lo cual implica que, 

por regla general, el plazo de cien días de inactividad 
procesal debe ser atribuible exclusivamente a las partes y 
no al órgano jurisdiccional; de lo contrario, incluso, se podría 

generar un escenario en el que los órganos de impartición de 

justicia puedan dejar de actuar para privilegiar el 

sobreseimiento de los juicios por el simple transcurso del 

tiempo sobre la resolución del fondo de la controversia como lo 

ordena el tercer párrafo de norma constitucional apenas 

mencionada. 

19. En el caso, el análisis de las constancias que 

integran el juicio contencioso de origen, permite advertir que, en 

la especie, la inactividad a que aludió la autoridad responsable 

en la resolución reclamada, no es atribuible a la parte actora 

aquí quejosa, sino al propio tribunal administrativo.

20. En efecto, el primer párrafo del artículo 2 de la Ley 

de Justicia Administrativa estatal,23 le otorga el imperio para 

hacer cumplir sus propias determinaciones. 

23 “Artículo 2. La jurisdicción administrativa la ejercerá el Tribunal de Justicia 
Administrativa, órgano autónomo dotado de plena jurisdicción para dictar sus 
resoluciones e imperio para hacerlas cumplir; así como de independencia presupuestal 
para garantizar la imparcialidad de su actuación...”.
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21. Por su parte, el artículo 39, fracción I, inciso e), y 

párrafo segundo, de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sonora, establece:

“Artículo 39.- Las notificaciones se harán:
[…]
I.- Por medio de oficio a las autoridades y personalmente 
a los particulares, cuando se trate de alguna de las 
siguientes resoluciones:
e) El requerimiento de un acto, a la parte que deba 
cumplirlo; 
[…]
Las notificaciones por oficio a las autoridades, se 
realizarán a través de los recibos correspondientes, que 
contengan: nombre del actor, número de expediente, 
fecha y síntesis del contenido de los acuerdos o 
resoluciones de que se trate, fecha y número de oficio, 
nombre de la autoridad notificada, fecha de la 
notificación, firma del actuario y sello oficial de la 
dependencia y firma de quien recibe la notificación. Al 
oficio de notificación, se adjuntará copia certificada del 
acuerdo o resolución de que se trate y copias de 
traslado, cuando proceda. El actuario dejará constancia 
de lo anterior en el expediente respectivo. […]”

22. Sin embargo, en el caso que nos ocupa, el precepto 

trasunto no se observó, en virtud de que el tribunal responsable 

omitió notificar tanto a la accionante como a la autoridad 

demandada, la determinación asumida en audiencia de pruebas 

y alegatos de cuatro de marzo de dos mil veinticuatro, esto a 

efecto de que, la mencionada en segundo término, allegara al 

juicio las documentales que ofreció la parte actora a su cargo,24 

24 c).- Oficio número ************** con número de referencia ********* de 24 de 
enero de 2022, emitido por el jefe de la oficina administrativa de notificación y cobranza, 
en el que se determinó un crédito hasta por la cantidad de $********* relativo al cobro 
general al comercio, industria, prestación y servicio del transporte urbano, recargos, 
impuestos para el sostenimiento de la Universidad de Sonora, Contribución para el 
Consejo Estatal de Concertación para la Obra Pública, Contribución para el 
Fortalecimiento de la Infraestructura Educativa, multa de Procedimiento Administrativo de 
Ejecución y gastos de ejecución de impuestos estatales, así como actas de embargo por 
conceptos de impuestos estatales, correspondientes al periodo de diciembre de 2014 a 
noviembre de 2021, de la concesión número ***********.
d).-  Oficio **************, con número de referencia ********* de 24 de enero de 
2022, emitido por el jefe de la Oficina Administrativa de notificación y cobranza, en el que 
se determinó un crédito hasta por la cantidad de $********* relativo al cobro general al 
Comercio, Industria, Prestación y Servicio de Transporte Urbano, Recargos, Impuestos 
para el Sostenimiento de la Universidad de Sonora, Contribución para el Consejo Estatal 
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como fue ordenado en la citada audiencia y como lo exige el 

referido precepto legal, dado que no obra en autos actuación 

alguna de la que se advierta que el actuario realizó las 

diligencias encomendadas, al no advertirse el acuse de recibo 

del oficio respectivo, ni la constancia de notificación personal de 

la parte actora, aquí quejosa, al advertirse solamente un sello 

de “notificación personal”, sin datos que la contengan.

23. Ello, con independencia de que en la audiencia de 

mérito obre una razón en la que se hizo constar que esa 

determinación se publicó en lista de acuerdos de cinco de 

marzo de dos mil veinticuatro, porque, como se destacó, en esa 

determinación fue ordenada la notificación a las partes y, en 

específico, a la autoridad demandada un requerimiento 

formulado en la misma.

24. De manera que, no resulta válidamente admisible 

atribuir a la parte actora la inactividad en el procedimiento, 

acaecida entre el cuatro de marzo y doce de junio de dos mil 

veinticuatro, incluso durante los doscientos chenta y siete (287) 

días que refiere la responsable, en virtud de que la accionante 

de mérito —aquí quejosa—, conforme al estado de autos, no 

tenía ninguna carga pendiente de realizar, en tanto que no se le 

había hecho saber, tanto a ella como a su contraparte la 

determinación recaída en la audiencia de pruebas y alegatos, 

por lo cual no tenía la obligación de impulsar el procedimiento; 

por ende, es evidente la falta de prosecución del procedimiento 

derivada de la omisión de actuar de la responsable. 

25. Ciertamente, el procedimiento administrativo de 

donde emanó el acto reclamado, estaba en una etapa procesal 

en donde la parte actora no tenía la obligación de impulsar el 

de Concertación para la Obra Pública, Contribución para el Fortalecimiento de la 
Infraestructura Educativa, Multa de Procedimiento Administrativo de Ejecución y Gastos 
de Ejecución de Impuestos Estatales, así como actas de embargo por conceptos de 
Impuestos Estatales, correspondientes al periodo de diciembre de 2014 a noviembre de 
2021, de la concesión número ***********.
f).- Documentos originales exhibidos al momento de interponer el recurso de revocación.
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procedimiento, ya que es patente que correspondía a dicho 

órgano judicial, por conducto de los servidores públicos de su 

adscripción, el cumplimiento de lo determinado en la audiencia 

de pruebas y alegatos referida, lo que en la especie, se reitera, 

no sucedió. 

26. Entonces, si el tribunal responsable, lejos de actuar 

en consecuencia con lo que ordenó en la audiencia celebrada el 

cuatro de marzo de dos mil veinticuatro, determinó sobreseer el 

juicio por falta de impulso procesal de las partes; determinación 

que, como se dijo, se estima injustificada, pues la aquí quejosa 

no tenía la carga procesal de impulsar el procedimiento 

administrativo, sino que la falta de prosecución del mismo 

derivó de una omisión atribuible por completo a la responsable 

y no por falta de impulso procesal de la parte actora. 

27. Por otro lado, además del requisito temporal de cien 

días y de que la omisión sea atribuible a las partes, como se 

expuso anteriormente, debe cumplirse con la circunstancia de 

que la actuación omitida sea necesaria para impulsar el 

procedimiento y no una de mero trámite. 

28. Respecto de este tópico, la extinta Segunda Sala del 

Máximo Tribunal del País, al resolver la contradicción de tesis 

472/2012,25 precisó que “necesario” significa lo que forzosa o 

inevitablemente ha de ser o suceder; y que ello, en tratándose 

de la figura jurídica de la caducidad solo se entenderá en los 

casos en que la promoción de las partes fuere obligatoria para 

el impulso del procedimiento, y será cuando corresponderá 

decretarla, para lo cual se debe interpretar el trámite del 

procedimiento del que deriva. 

25 Resuelta en sesión de veintiocho de noviembre de dos mil doce que dio origen a la 
jurisprudencia 2a./J. 13/2013 (10a.) de rubro “CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL 
JUICIO LABORAL SEGUIDO ANTE EL TRIBUNAL DEL TRABAJO BUROCRÁTICO 
DEL ESTADO DE CHIAPAS. ES IMPROCEDENTE DECRETARLA CUANDO, 
HABIENDO SIDO CONTESTADA LA DEMANDA, SÓLO ESTÉ PENDIENTE DE FIJAR 
FECHA PARA LA AUDIENCIA DE PRUEBAS, ALEGATOS Y RESOLUCIÓN.”, Registro 
Digital 2002980.
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29. Y en el caso, como se vio, el artículo 39 de la Ley de 

Justicia Administrativa para el Estado de Sonora, establece los 

tipos de notificaciones y cómo practicarlas, estableciendo que, 

respecto de las notificaciones a las autoridades, previene que 

se realizarán a través de los oficios correspondientes, donde se 

adjuntará copia certificada del acuerdo o resolución de que se 

trate y copias de traslado, cuando proceda, dejando el actuario 

dejará constancia de lo anterior en el expediente respectivo; en 

tanto que las personales se harán directamente al interesado o 

a su representante legal, que de no encontrarse o rehusarse se 

seguirá el procedimiento de citación y, únicamente agotados 

estos se tendrá por hecha; y esa búsqueda es la que a su vez 

garantiza el derecho de audiencia y defensa adecuada de las 

partes. 

30. Luego, trasciende en el particular que el aducido 

numeral 39, fracción I, inciso e), dispone expresamente que las 

notificaciones a autoridades y particulares deben hacerse de 

mediante oficio y de forma personal, respectivamente, cuando 

en la determinación judicial se les esté haciendo un 

requerimiento a su cargo; de lo que se concluye que la 

notificación personal que correspondía a la parte aquí quejosa 

de la multicitada determinación en la que se efectuó un 

requerimiento a su contraparte, no constituye un acto procesal 

de mero trámite, sino que se trata de uno que es necesario e 

indispensable para la continuación del procedimiento.

31. Con base en esas consideraciones, en el particular, 

no se actualiza la causa de sobreseimiento invocada, al quedar 

en evidencia que no se colma el supuesto decretado en la 

fracción V del artículo 87 ya establecido, debido a que la 

prosecución del procedimiento en el juicio administrativo, 

atendiendo al estado procesal en que se encontraba, le 

correspondía a la responsable y no a la parte actora, porque no 

existía carga pendiente de satisfacer de su parte, sino que 
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dicha autoridad fue omisa al respecto.

32. Máxime que, en el estadio procesal del juicio, la 

ahora quejosa no tenía cargas pendientes de llevar a cabo que 

fueran necesarias para la continuación del procedimiento, y por 

ese motivo, no estaba obligada a impulsarlo como 

incorrectamente lo determinó la responsable en el fallo 

reclamado.

33. Al respecto, resulta aplicable la jurisprudencia 

V.4o.P.A. J/1 A (11a.),26 sustentada por el Cuarto Tribunal 

Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 

Circuito, que se comparte, del tenor siguiente:

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL ESTADO 
DE SONORA. NO SE ACTUALIZA POR INACTIVIDAD 
PROCESAL ATRIBUIBLE AL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL.
Hechos: Una persona demandó la nulidad del dictamen 
de su pensión jubilatoria. Al haber transcurrido más de 
cien días sin actividad procesal de su parte, el Tribunal 
de Justicia Administrativa sobreseyó en el juicio, en 
términos del artículo 87, fracción V, de la Ley de Justicia 
Administrativa para el Estado de Sonora, en relación con 
el diverso 192, fracción II, inciso b), del Código de 
Procedimientos Civiles local, de aplicación supletoria. En 
amparo directo aquélla argumentó que no se tomó en 
consideración que diversos actos procesales debían 
realizarse por la autoridad responsable.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que la caducidad de la instancia en el juicio 
contencioso administrativo en el Estado de Sonora, no 
se actualiza por inactividad procesal atribuible al órgano 
jurisdiccional.
Justificación: El artículo 87, fracción V, de la Ley de 
Justicia Administrativa del Estado de Sonora prevé una 
causa de sobreseimiento en el juicio contencioso 
administrativo que válidamente puede entenderse como 
caducidad cuando no se haya efectuado algún acto 
procesal durante el lapso de cien días naturales, pero 

26 Registro digital: 2029187, Undécima Época, Materias(s): Administrativa, Fuente: 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 40, Agosto de 2024, Tomo I, 
Volumen 1, página 341.
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ante su regulación deficiente son aplicables 
supletoriamente las reglas que prevé el diverso 192 del 
Código de Procedimientos Civiles de dicha entidad 
federativa para la figura de la caducidad, y de esa 
construcción normativa deriva que esta figura se 
actualizará por falta de promoción de las partes cuando 
ello provoque que no se efectúe algún acto procesal 
durante el plazo de cien días naturales. Esta 
interpretación es congruente con el artículo 17, segundo 
y tercer párrafos, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual toda 
persona tiene derecho a que los tribunales le impartan 
justicia en los plazos y términos que fijen las leyes, y las 
autoridades deben privilegiar la solución del conflicto 
sobre los formalismos procedimentales. Esos deberes 
específicos no pueden ignorarse ni trasladarse a las 
partes en un juicio de nulidad cuando la inactividad 
procesal sea por falta de cumplimiento de administrar 
justicia en los plazos que fijen las leyes y en éstas no se 
prevea expresamente una carga específica para las 
partes de impulsar el procedimiento, incluso en contextos 
procesales en los que la inactividad derive de la omisión 
del tribunal de llevar a cabo la actuación, o bien, emitir el 
proveído o resolución que le corresponda. Por tanto, en 
los juicios contenciosos administrativos la caducidad 
como causa de sobreseimiento no se actualiza cuando la 
inactividad procesal es atribuible al órgano jurisdiccional; 
máxime que conforme al indicado precepto 17 
constitucional, no sólo se trata de lograr la solución de 
los juicios o procedimientos a fin de llegar a un estado de 
certeza jurídica para las partes, sino del interés de la 
sociedad en que se resuelvan, para lo cual el Estado, por 
voz del tribunal, tiene la obligación de velar por cumplir 
con la administración de justicia de manera pronta, 
expedita, imparcial e independiente. Estimar lo opuesto 
implicaría hacer una interpretación restrictiva contraria al 
principio pro persona, en relación con el derecho a la 
tutela judicial efectiva, reconocidos en los artículos 1o. y 
17 constitucionales.”

34. Al margen de lo anterior, debe destacarse que 

interpretar el artículo 87, fracción V, de la invocada ley 

administrativa, en el sentido que lo hizo la autoridad 

responsable, esto es, que la caducidad en el juicio de nulidad 

procederá no solo por inactividad procesal de las partes, sino 

también por inactividad del órgano jurisdiccional, sería ir en 

contra del principio de interpretación pro personae consagrado 

en el artículo 1°, en armonía con el derecho de tutela judicial 
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efectiva protegido en el diverso 17, ambos de la Constitución 

General de la República, de los cuales se obtiene que la 

interpretación debe ser más amplia en favor de la persona 

cuando se consagran derechos, y menos restrictiva, en favor de 

la persona, cuando se establecen límites al ejercicio de esos 

derechos, y que la administración de justicia debe ser pronta, 

expedita, completa e imparcial. 

35. Por lo tanto, no podría concluirse, como lo pretende 

la autoridad responsable, interpretar en perjuicio de la parte 

quejosa una disposición que establece una carga procesal, de 

manera amplia, y desatender, inclusive, la remisión de la propia 

ley administrativa a la ley procesal civil, en la que se precisa 

que la caducidad procederá cuando la falta de promoción sea 

atribuible a las partes, pues ello implicaría hacer una 

interpretación restrictiva perjudicando a la persona quejosa, lo 

que es contrario al principio pro personae, y que incide en la 

vulneración del derecho a una tutela judicial efectiva. 

36. Es ilustrativa a lo anterior, la jurisprudencia PC.II.C. 

J/1 C (11a.),27 sustentada por el entonces Pleno en Materia Civil 

del Segundo Circuito, que este tribunal comparte y es del tenor 

siguiente:

“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. NO SE 
CONFIGURA POR INACTIVIDAD PROCESAL 
ATRIBUIBLE AL ÓRGANO JURISDICCIONAL.
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito 
contendientes sostuvieron criterios distintos al determinar 
si operaba la caducidad, ante la existencia de una 
determinación judicial previa e imputable en su ejecución 
al propio órgano jurisdiccional.
Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Segundo 
Circuito considera que, conforme con una visión de 
maximización de los derechos fundamentales de los 
justiciables y en clave de progresividad, no es 
procedente decretar la caducidad de la instancia por 
inactividad procesal, cuando la persona juzgadora se 

27 Registro digital: 2024064. Undécima Época. Materias(s): Civil. Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación. Libro 9, Enero de 2022, Tomo III, página 1961.
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impuso para sí o para alguno de los funcionarios que 
integran el órgano jurisdiccional, determinada conducta 
de la cual dependa la continuación del procedimiento.
Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al emitir la jurisprudencia 2a./J. 
86/2013 (10a.), de título: "CADUCIDAD EN EL JUICIO 
AGRARIO. NO SE CONFIGURA POR INACTIVIDAD 
PROCESAL ATRIBUIBLE AL TRIBUNAL.", determinó 
que la caducidad no se configura cuando la inactividad 
es imputable al órgano jurisdiccional si se debe a la falta 
de desahogo de diligencias o de pruebas, en cuya 
realización las partes no tienen injerencia, pues no se 
justifica que padezcan los efectos perjudiciales derivados 
de una omisión que no les es atribuible. A partir de dicho 
criterio jurisprudencial de observancia obligatoria en 
términos de lo dispuesto en el artículo 217 de la Ley de 
Amparo, se actualiza un principio de adjudicación en 
clave de progresividad en su vertiente de no regresión, el 
cual permite imprimir efectos de máxima protección a las 
personas justiciables, para que no soporten la sanción 
procesal de caducidad por causas atribuibles al operador 
jurídico, lo cual inhibe a su vez el concepto de "carga 
mínima", puesto que las partes no se encuentran en la 
hipótesis de ser responsables por un modelo de culpa in 
vigilando, respecto de la función jurisdiccional.”

37. Por otro lado, este órgano colegiado no pasa 

inadvertida la jurisprudencia PR.A.CS. J/41 A (11a.),28 emitida 

28 Que dice:
“Hechos: Dos Tribunales Colegiados del Tercer Circuito en Materia Administrativa 
conocieron de juicios de amparo directo promovidos por personas físicas contra 
resoluciones en las que el Magistrado de la Sala del Tribunal de Justicia Administrativa 
del Estado de Jalisco, decretó la caducidad de la instancia con fundamento en lo 
dispuesto por el numeral 29 Bis del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 
Jalisco, aplicado supletoriamente a la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad, sin 
que previamente haya dictado el auto previsto en el artículo 47 de este último cuerpo 
legal, el cual manda poner los autos a la vista de las partes para que, dentro del término 
de tres días, formulen por escrito sus alegatos, con efectos de citación para sentencia. 
Los órganos colegiados sostuvieron, en esencia, criterios discrepantes en cuanto a la 
carga procesal de impulsar el procedimiento a efecto de que fuese dictado el auto de 
citación para sentencia, pues mientras un Tribunal Colegiado estimó que dicha 
inactividad procesal sólo es atribuible al órgano jurisdiccional, y por ende, no era dable 
atribuir a las partes los efectos perjudiciales como la caducidad de la instancia, el otro 
Tribunal Colegiado estimó que la carga procesal de dar impulso al proceso es hasta el 
dictado de dicho auto, por tanto, lo que configura la caducidad no es la falta de actuación 
del órgano jurisdiccional, sino la omisión de las partes de no cumplir con esa carga 
procesal.
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Sur, 
con residencia en Cuernavaca, Morelos, determina que constituye una carga procesal 
para las partes solicitar al órgano jurisdiccional el dictado del auto que manda poner los 
autos a la vista de los contendientes, para que formulen por escrito sus alegatos, con 
efectos de citación para sentencia, previsto en el artículo 47 de la Ley de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco, so pena de que caduque la instancia en términos 
del artículo 29 Bis del Código de Procedimientos Civiles de dicha entidad federativa, 
aplicado supletoriamente, por falta de impulso al procedimiento.  
Justificación: Conforme al marco normativo que regula el procedimiento administrativo en 
la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco vigente antes de la reforma de 
nueve de septiembre de dos mil veintiuno, y atento al principio dispositivo en el proceso, 
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por el entonces Pleno Regional en Materia Administrativa de la 

Región Centro-Sur, de título: “CADUCIDAD DE LA 
INSTANCIA. LA CARGA DE LAS PARTES DE DAR IMPULSO 
AL PROCESO ES HASTA EL DICTADO DEL AUTO CON 
EFECTOS DE CITACIÓN PARA SENTENCIA PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE JALISCO, POR LO QUE 
ANTE LA FALTA DE ACTUACIÓN DEL TRIBUNAL 
JURISDICCIONAL Y LA OMISIÓN DE LAS PARTES EN 
SOLICITARLO, CONFIGURA AQUÉLLA.”, que citó la 

autoridad responsable en la determinación reclamada.

38. Sin embargo, con independencia de que ésta no 

resulta obligatoria para este tribunal colegiado, ésta no resulta 

aplicable porque se emitió sobre la base de reglas supletorias 

para la caducidad que difieren sustancialmente, pues en el caso 

del Estado de Jalisco, el artículo 29 bis del Código de 

Procedimientos Civiles de aquella entidad federativa, prevé que 

la caducidad es de orden público y opera por el solo transcurso 

del tiempo, mientras que el artículo 192 de la codificación 

adjetiva civil sonorense, precisa que dicha figura procederá solo 

por falta de promoción de las partes.

39. Finalmente, resta precisar que este tribunal no 

inadvierte que la parte quejosa expone en parte de sus 

conceptos de violación que, de conformidad con lo dispuesto 

por los numerales 83 y 84 de la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Sonora, una vez desahogada la audiencia se 

es en las partes en quienes recae no sólo la obligación de iniciar el procedimiento, sino 
también la determinación de su contenido e impulso para el esclarecimiento de la verdad 
en la resolución de la controversia, por tanto, constituye una carga procesal para las 
partes solicitar al órgano jurisdiccional el dictado del proveído que manda poner los autos 
a la vista de los contendientes, para que formulen por escrito sus alegatos, con efectos 
de citación para sentencia, previsto en el artículo 47 de la Ley de Justicia Administrativa 
en cita, so pena de que caduque la instancia en términos del artículo 29 Bis del Código 
de Procedimientos Civiles de dicha entidad federativa, por falta de impulso al 
procedimiento, pues de no hacerlo, ante el incumplimiento en la obligación por parte del 
tribunal jurisdiccional operará la caducidad de la instancia como consecuencia de la 
omisión del gobernado de seguir impulsando el procedimiento que le resulta imputable.” 
(Registro digital: 2027963. Undécima Época. Materias(s): Administrativa. Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 33, Enero de 2024, Tomo IV, página 3544).
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citará el asunto para sentencia, no obstante el tribunal haya 

efectuado un requerimiento a la autoridad demandada; sin 

embargo, resulta innecesario su estudio, en tanto que no podría 

alcanzar un beneficio mayor al ya obtenido con lo aquí 

determinado.

40. SÉPTIMO. Efectos de la concesión del amparo. 

41. Atento a las consideraciones expuestas, lo que 

procede es conceder a la parte quejosa el amparo y protección 

de la Justicia Federal que solicita y, en términos de lo dispuesto 

en el artículo 77, fracción I, y segundo párrafo de la fracción II, 

de la ley de la materia,29 los efectos de dicha concesión son 

para que la autoridad responsable realice lo siguiente:

a) Deje insubsistente la resolución reclamada, mediante 

la cual sobreseyó en el juicio de nulidad  ****/****, 
conforme al artículo 87, fracción V, de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sonora; y,

b) Dicte un nuevo fallo en el que, de no actualizarse 

diversa causa de sobreseimiento o improcedencia, dicte 

la sentencia como en derecho proceda. 

Por lo expuesto y fundado; se,

R E S U E L V E

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

***** ***** ** ** * ****, contra el acto que reclamó del 

Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

29 “Artículo 77. Los efectos de la concesión del amparo serán:
I. Cuando el acto reclamado sea de carácter positivo se restituirá a la persona quejosa en 
el pleno goce del derecho violado, restableciendo las cosas al estado que guardaban 
antes de la violación, y
[…] 
En el último considerando de la sentencia que conceda el amparo, la persona juzgadora 
deberá determinar con precisión los efectos del mismo, especificando las medidas que 
las autoridades o particulares deban adoptar para asegurar su estricto cumplimiento y la 
restitución de la persona quejosa en el goce del derecho. […]”
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Sonora, con sede en esta ciudad, consistente en la resolución 

dictada el dieciséis de diciembre de dos mil veinticuatro, en el 

juicio de nulidad  ****/****, para los efectos precisados en el 

último considerando de esta ejecutoria.

Notifíquese como corresponda, publíquese, anótese en 

el libro electrónico de control y en la estadística de este tribunal; 

envíese testimonio de esta sentencia a la autoridad responsable 

y dígasele que una vez que cause ejecutoria se le remitirán los 

autos y, en su oportunidad, archívese este asunto. 

Así lo resolvió en sesión ordinaria virtual este Tercer 

Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 

Quinto Circuito, por unanimidad de votos de la magistrada 

Patricia Susana Rodríguez Gálvez, del magistrado Jano Arturo 

Muñoz Gaz, y así como José Gilberto Meza Escalante 

secretario en funciones de magistrado, designado por 

autorización del Pleno del Órgano de Administración Judicial, 

en sesión celebrada el uno de octubre de dos mil veinticinco y 

comunicada por oficio SEADS/3516/2025, del Secretario 

Ejecutivo de adscripción del propio Órgano, siendo presidenta y 

ponente la primera de los mencionados, en la inteligencia de 

que conforme a lo previsto en el artículo 33 del Acuerdo 

General del Pleno del Órgano de Administración Judicial, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el diecisiete de 

abril del presente año, que regula la integración y trámite de 

expediente electrónico y el uso de videoconferencias en todos 

los asuntos competencia de los órganos jurisdiccionales a cargo 

del propio Órgano, firman electrónicamente con el secretario de 

acuerdos Juan Abel Monreal Toríz, que da fe.

MAGISTRADA PRESIDENTA
(FIRMA ELECTRÓNICA)

PATRICIA SUSANA RODRÍGUEZ GÁLVEZ
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MAGISTRADO
(FIRMA ELECTRÓNICA) 

JANO ARTURO MUÑOZ GAZ

SECRETARIO EN FUNCIONES DE MAGISTRADO
(FIRMA ELECTRÓNICA)

JOSÉ GILBERTO MEZA ESCALANTE 

SECRETARIO DE ACUERDOS
(FIRMA ELECTRÓNICA)

JUAN ABEL MONREAL TORÍZ

COTEJÓ. Se hace constar que el catorce de octubre de dos mil veintiséis, 
concluyó el engrose de la resolución que antecede. Conste.
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EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

170940815_07770000378502180007007002.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 4

FIRMANTE
Nombre: PATRICIA SUSANA RODRIGUEZ GALVEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.a8.a3 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 17:22:55 - 14/10/26 11:22:55 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

28 16 00 6c 08 82 72 d8 43 bb 69 6e ba 0c fa e9
32 57 97 28 0f f0 d0 b0 88 f7 8c e1 e1 8d d0 60
c3 0d bf e5 92 ec 7a c9 99 db 31 56 8c 69 c8 b3
3b 17 1f 2b f2 e2 7c 1a 33 31 dc 92 d5 f6 71 0d
ef 4d 33 c3 83 c0 46 6b 15 dd bb 95 df 85 6e cc
41 5a 7b 0c 93 51 f4 96 4f 90 6c 35 d0 ca 58 c5
00 aa 54 a6 b5 8c a8 81 ee 38 32 a6 6e 9f 17 4b
8e 65 6c c5 08 24 a5 8a f2 c7 e0 48 53 79 b2 6d
fb b3 e9 2b 45 69 dc 7a 39 e8 e1 6c 1e c4 5f 9a
44 6c 69 2e 27 f1 c9 ff 1f 7a d4 7f 27 e9 25 b4
ae ec c3 d8 7b 07 e5 45 3c 66 f1 01 53 5a 7e ef
4c eb 85 74 70 df 90 b4 d2 87 ae f4 e6 0a e6 02
36 35 38 22 07 ba 45 1f 93 aa c2 20 ec c4 58 d7
09 73 f8 06 47 f0 55 c6 93 13 ac ab ec bf c7 c6
a9 12 9c aa 51 3b 54 2f a3 47 fb bf 45 ac 4d ba
30 b3 a0 06 05 0f 00 34 4a 36 54 d3 16 4e b1 b3
2f 61 2a 35 7e 7e 2b ce 60 17 d7 ed f6 51 73 ff
8b f5 52 19 e9 d9 64 29 4d 00 39 de 34 63 1e 04
27 90 aa 9a 47 53 32 18 21 4b c8 cc 55 f9 85 2d
ef 15 f4 7b d2 6d 31 1c bf 20 94 dd 44 bc 53 94
12 01 26 0a 53 22 bf 86 bc cf f2 0f 08 0a d0 0f
bb e5 a0 1c 57 97 a4 cf 72 df 38 85 bd 0f 82 c1
a9 a6 e4 4f 1f 84 fd 8e 19 b9 26 2e ae a9 a6 67
09 2c 45 00 fe 31 38 e3 90 ba 90 3f 86 8a 37 47

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:22:55 - 14/10/26 11:22:55

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.a8.a3

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:22:57 - 14/10/26 11:22:57

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219555201

Datos estampillados: +xgjpeIYnfUMHfzBTJNiAJPQrkY=
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FIRMANTE
Nombre: JANO ARTURO MUÑOZ GAZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.cb.76 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 17:23:12 - 14/10/26 11:23:12 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

03 20 0d 4e 25 2f d3 31 51 44 00 e5 92 91 d3 41
96 df af 08 4b 8a 12 0a b1 e6 19 a9 de ec 70 cb
7f e5 ab 13 f6 34 8a 53 64 c5 da d2 b4 98 b1 c2
95 c2 aa 97 80 16 1e 88 45 34 f6 f4 ed ff 4d 8d
f5 98 b1 e8 19 c7 d9 2d b5 53 15 fe 23 2c d6 12
06 8b be 77 5e 5a 2f c4 ee ac 1f 1f 2b 69 06 16
af ab 8d 58 0d 96 dc ac a8 fe 4d f3 30 29 0b 5c
09 a9 9c 23 02 fa f5 f7 e5 2c 8d d1 4e a7 fa 17
ad 9e 35 76 c2 3e 8c 67 8b 04 1b 08 25 41 12 56
98 54 b8 45 c2 e0 aa e3 08 d1 30 67 da 80 bd c8
c2 70 d0 f0 aa dd bd 74 14 52 84 39 83 df 67 5b
f5 0d 57 f9 d5 d4 e2 a2 37 b6 fd ad a8 52 c2 a7
1b 98 60 76 59 7c 1d 2e 7a 79 06 6a 2d d3 73 2c
e7 33 26 25 77 18 2b e2 19 6d 06 b9 7b d7 fd 85
41 1f 55 55 fa 84 1c 2a 74 0f f8 00 98 dc 98 ec
5f 72 ce 81 2a 7f c8 3b ce b2 6e e7 cd 6e 7a 86
9d 7f 69 f5 3d 08 40 59 7c aa e7 28 84 63 af 42
13 77 ac 6d e8 9d 5d fc 73 a6 52 ab c1 ce 20 97
4f e1 15 6f 9b eb 49 32 16 71 4d ea 96 41 3d 09
c2 05 ff 8f e1 80 b0 97 9e a9 f1 c9 52 be 4a e0
59 12 59 bb cb 3d 20 4b cd 83 84 dc 3d a6 f4 e9
8f 52 d7 c1 a9 5f fa 93 d6 ca f4 4a 5d f6 3e 45
87 01 16 46 e3 35 f0 ea 2c 52 bc 86 eb 81 d8 ae
c4 79 48 1e c9 85 65 98 e1 9a 17 1c ad 98 75 3a

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:12 - 14/10/26 11:23:12

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.cb.76

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:12 - 14/10/26 11:23:12

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219555567

Datos estampillados: pWcO8CCHx/N2Io0lgPTAnHyPVUw=
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FIRMANTE
Nombre: JOSE GILBERTO MEZA ESCALANTE Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.41.32 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 17:23:23 - 14/10/26 11:23:23 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

61 db b4 73 c3 66 94 32 45 6a c5 94 5b 49 d0 3e
2c 3c 4a dc a8 b5 9c 9d 88 8e 9d 26 71 7d 8e a0
21 a3 96 aa 89 e2 f9 42 7c 7e 29 ad b5 75 66 4d
fa 80 3e 88 d1 b7 70 29 dc ca 8d 51 05 d4 0d 92
e5 40 5b 05 ec 9b cd 2c 11 75 d3 50 0e 8d 78 1f
3b 9a e5 04 14 ca 7d 31 76 5c 20 45 cf 00 93 1a
68 ba 0c 0a 8f 25 e6 20 d9 ee 18 c9 62 41 47 31
7c 2d 1b 55 5a a7 77 aa 8b f9 fa b4 35 d9 b0 b2
f8 52 a8 fd d7 7b b9 ef 04 c9 d8 1b 45 1e 0b 9a
0d d5 77 b2 2b ca 20 3e b6 34 41 4a 81 97 a5 36
93 01 b8 fb fa 2f 4b fc 43 86 8d b7 c3 ce 08 1a
14 fe 06 5a ec d1 89 05 5c 87 da 2b 50 f6 e6 4e
68 bc a5 e3 1a 65 54 78 49 22 50 21 db ab d1 06
82 b0 73 40 9b 70 2c 81 78 11 f2 0c 48 6e bd de
dd de 03 67 d4 78 df fc c6 b7 62 45 96 e0 77 b6
07 04 ca a3 f2 1f 52 1d 22 ac 4f 24 ec e0 06 e5
c1 ac 76 6e 8c 79 df 2c 0d 7f a9 5c e7 c2 4a 15
dc ec ed 85 5c 76 fe d1 cb 40 af 5e 43 06 8e ac
8f c7 07 65 bc df 48 d6 4c 9a 3c 13 e7 d5 b9 64
8f 85 3b e9 95 aa 9a 3d 51 66 23 94 3e 79 dd ea
4d e9 d9 9a c8 58 d5 8f 89 9d d8 07 01 95 a7 52
3e 13 c1 6a af a2 20 bc 56 38 f5 d7 ae be 4b 56
27 d7 b6 d6 a4 e7 51 ce 87 2f a6 0d fb 13 6c 57
0f 9f b3 51 33 91 a6 82 49 b3 1a 18 bf d5 d6 a9

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:23 - 14/10/26 11:23:23

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.41.32

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:23 - 14/10/26 11:23:23

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219555822

Datos estampillados: ZmNWA/b80Km20yxPL1ubM5+sv/k=
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FIRMANTE
Nombre: JUAN ABEL MONREAL TORIZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.1c.f3 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

14/10/26 17:23:29 - 14/10/26 11:23:29 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

73 60 1d f5 c7 70 02 3f 74 79 a5 d7 8e 47 d2 df
40 32 7e 70 13 c4 4e d1 f0 5b 19 e9 12 c3 6c ae
9b 8f bd 4d 63 95 be 8b 74 b0 9f 41 91 92 07 92
50 6e 9a 9c d6 ba a4 6d 8c 12 42 f8 38 3b fc 45
11 05 7a a2 80 c5 d4 04 40 5d f5 16 19 ff f8 2b
0a bc f3 ef 0a 48 5e 7a 5a a6 4e a5 66 5a b9 3e
ce 41 58 6f ea d4 16 e5 dc 8d 01 e1 7a f7 04 75
93 d8 68 b9 a4 4c ba 88 e9 3d a6 2f 8f 28 e2 be
e5 bf 2d 91 be 63 30 56 ec b1 92 b1 9f 10 c5 85
35 96 c0 a1 26 e9 7e 77 56 ca ee 2d 24 65 b8 e2
e8 04 61 d0 b4 16 20 4c 4b eb 7a 16 69 2a c7 70
10 a9 ba c3 88 41 06 e4 e0 70 0f 9c 97 08 19 39
21 46 5a 88 6b 9c c6 f9 f8 01 5a d0 a5 bc 0d 60
58 99 af cc e2 90 d9 a4 88 c4 7b 0b 66 49 2b 41
2a a6 e0 d3 eb 75 3c 54 f1 00 ef de 86 f1 d2 3b
f1 d1 8a 20 b6 58 33 c9 96 57 32 64 8a b1 8b e5
79 54 af ed 22 14 ba a3 aa fb 1d 96 46 66 bb db
6d 76 8b 43 bc b8 39 e8 c6 49 dd 3b bc 6b 55 c7
2d f3 c2 aa ce 91 26 37 17 03 74 44 27 cc 74 c5
86 f5 90 51 38 a8 07 be 74 27 90 fe c3 75 71 c1
44 e2 9b 68 ed 8c 3c f8 28 f0 62 ff 94 22 6f e1
72 c1 f8 20 72 e4 2d b2 b0 ac de 58 36 b9 a4 79
4c 5e 1a 9d 2d 2e da dd e1 60 f1 ac a1 24 73 b9
5b 2f 64 88 89 ca 34 0e b8 22 a2 ea 8e f6 e9 5a

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:29 - 14/10/26 11:23:29

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.1c.f3

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 14/10/26 17:23:29 - 14/10/26 11:23:29

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 219555919

Datos estampillados: GvZof7BJqUZuEDW4HGPhcP/mGNg=
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aEl catorce de octubre de dos mil veintiseis, el licenciado Luis Felipe Escalante

Pasos, Secretario(a), con adscripción en el Tercer Tribunal Colegiado en
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, hago constar y certifico
que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


